
ARGUMENTOS A FAVOR DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE LA 
LEY 2494 DE 2025 COMO LEY ORDINARIA 

 

La Ley 2494 de 2025 fue demandada con el argumento de que su contenido debió 
tramitarse como ley estatutaria, por cuanto regularía materias relacionadas con derechos 
fundamentales y el proceso electoral. A continuación se exponen, de manera clara e independiente, 
los nueve argumentos que sustentan su constitucionalidad como ley ordinaria. 

Argumento 1. La reserva estatutaria es la excepción y exige cinco condiciones 
simultáneas que aquí no se cumplen 

Para activar la reserva del artículo 152 CP deben concurrir cinco condiciones al mismo tiempo. 
La Ley 2494 no satisface ninguna de ellas. 

¿Cuáles son esas condiciones? 

La sentencia C-007 de 2017 sistematizó el test de reserva estatutaria. Una norma exige 
trámite estatutario solo si, simultáneamente: (i) versa sobre derechos fundamentales como objeto 
principal —no incidental—; (ii) desarrolla el régimen de ese derecho de forma integral, estructural 
y completa; (iii) afecta el núcleo esencial del derecho; (iv) consagra restricciones que alteren la 
estructura general del derecho; y (v) en caso de duda, el principio in dubio pro ordinario obliga a 
preferir la competencia del legislador ordinario. 

¿Por qué no se cumplen aquí? 

La Ley 2494 no tiene como objeto principal los derechos fundamentales: regula las 
condiciones metodológicas de un instrumento estadístico específico. No desarrolla el régimen 
integral de ninguna libertad. No afecta el núcleo esencial de la libertad de expresión ni del derecho 
a la información. No consagra restricciones que alteren la estructura de ningún derecho. Y ante 
cualquier duda, el principio interpretativo obliga a preferir la vía ordinaria. La ausencia de 
cualquiera de estas condiciones bastaría para descartar la reserva; aquí ninguna se cumple. 

Argumento 2. La ley regula una actividad técnica, no un derecho fundamental 

Existe una diferencia constitucional decisiva entre regular el debate político general y 
regular las condiciones metodológicas bajo las cuales cierta información electoral puede 
presentarse como técnicamente válida. La Ley 2494 hace lo segundo. 

¿Qué regula concretamente la ley? 
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La estructura interna de la Ley 2494 confirma su naturaleza técnica. Sus disposiciones 
giran en torno a: registro y habilitación de firmas encuestadoras, exigencias de experiencia técnica, 
contenido de la ficha metodológica, tamaño de la muestra y margen de error, trazabilidad de los 
datos, supervisión del CNE y calidad estadística de los resultados. Esto es consistente con una 
regulación de producción técnica de información cuantificada, no con una regulación general del 
discurso político. 

¿Por qué esa distinción es jurídicamente relevante? 

La Corte ha validado reiteradamente que una ley puede incidir sobre el entorno en que se 
ejercen derechos fundamentales sin que ello la convierta en estatutaria. Lo determinante no es si la 
ley roza un derecho, sino si su objeto principal es regularlo. En la Ley 2494, los derechos 
fundamentales son el contexto, no el objeto. El legislador no pretendió codificar un estatuto de 
libertades: pretendió establecer estándares de confiabilidad para un instrumento técnico específico. 

¿Y los sondeos, que tienen menor rigor técnico? 

Aunque la ley también regula sondeos con menor rigor estadístico que las encuestas 
probabilísticas, ello no desvirtúa su naturaleza ordinaria. Incluso respecto de los sondeos, la 
regulación recae sobre las condiciones bajo las cuales pueden divulgarse públicamente como 
mediciones de opinión, no sobre la circulación libre de ideas políticas. El objeto sigue siendo 
técnico-instrumental. 

Argumento 3. El núcleo esencial de los derechos fundamentales permanece intacto 

La Ley 2494 no prohíbe expresarse, no impone censura previa y no restringe el periodismo 
ni la crítica política. El núcleo esencial de la libertad de expresión y del derecho a la 
información queda completamente a salvo. 

¿Qué protege ese núcleo esencial? 

Según la jurisprudencia constitucional (C-511/2013; T-391/2007; C-033/1993), el núcleo 
esencial de la libertad de expresión es la facultad de exteriorizar pensamientos, opiniones e ideas 
sin censura previa. El del derecho a la información es la facultad de informar y ser informado de 
forma veraz y sin manipulación, incluso en estados de excepción. 

¿La Ley 2494 vulnera alguno de esos contenidos? 

No. Para verificarlo basta revisar lo que la ley no hace: 

— No prohíbe a nadie expresar opiniones políticas ni acceder a información electoral. 
— No impone censura previa sobre ningún tipo de expresión, incluido el periodismo, la crítica 

política o el análisis cualitativo de opinión. 
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— No restringe la libertad de publicar estudios de opinión que cumplan los estándares técnicos 
exigidos. 

— No impide que las firmas encuestadoras realicen su trabajo: les exige condiciones mínimas 
de rigor metodológico que fortalecen el debate público al garantizar información confiable. 

Argumento 4. Las encuestas no son "función electoral" y no activan la reserva por esa 
vía 

La reserva estatutaria del artículo 152 literal c) cubre las reglas que determinan cómo los 
votos se convierten en representación política. Las encuestas no hacen eso: son insumos 
informativos del debate democrático, no mecanismos que transformen votos en escaños. 

¿Qué define la jurisprudencia como "función electoral"? 

La sentencia C-340 de 2024 —el fallo más reciente y relevante en la materia— define el 
sistema y función electoral como las reglas que determinan "el modo en que los votos se 
transforman en representación popular": circunscripciones, candidaturas, formas de votación, 
umbrales y fórmulas de decisión. Esos son los elementos que por su naturaleza exigen ley 
estatutaria. 

¿Las encuestas encajan en esa definición? 

No. Las encuestas no transforman votos en escaños ni determinan cómo se accede al poder. 
Son un instrumento de información que influye en el debate previo a la votación, pero no forman 
parte de la función electoral en sentido estricto. Por tanto, no las alcanza la reserva estatutaria por 
razón de función electoral, incluso bajo el estándar riguroso de la sentencia C-283/2017. 

¿La C-340/2024 no calificó las encuestas como materia estatutaria? 

No. Ese es uno de los errores centrales de la demanda. La C-340 de 2024 declaró 
inexequible el Código Electoral exclusivamente por vicios de procedimiento —falta de consulta 
previa, impacto fiscal y elusión del debate—, sin examinar el contenido material del articulado. El 
hecho de que el legislador hubiera incluido las encuestas en ese proyecto estatutario fallido no 
transforma su naturaleza material ni vincula a la Corte Constitucional. La cosa juzgada cubre lo 
decidido —los vicios de trámite—, no una calificación material que nunca se realizó en ese fallo. 

Argumento 5. Si el CNE pudo regular las encuestas por resolución, con mayor razón 
puede hacerlo el legislador ordinario 

El Consejo Nacional Electoral ha regulado históricamente las encuestas electorales 
mediante simples resoluciones administrativas. Si una autoridad administrativa pudo 
hacerlo sin reserva constitucional alguna, resulta contradictorio sostener que el legislador 
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ordinario —que tiene mayor jerarquía normativa— no puede hacerlo mediante ley 
ordinaria. 

¿Qué resoluciones del CNE regulaban las encuestas? 

Antes de la Ley 2494, las encuestas electorales estaban reguladas en Colombia 
principalmente por resoluciones del Consejo Nacional Electoral: la Resolución 23 de 1996 y la 
Resolución 50 de 1997. Estas normas —de rango administrativo, expedidas por una autoridad del 
ejecutivo electoral sin ningún trámite legislativo especial— establecían condiciones para la 
publicación de encuestas y sondeos. 

¿Qué consecuencia jurídica se deriva de ese hecho? 

El argumento opera bajo el principio lógico a fortiori: si una resolución administrativa del 
CNE —norma de inferior jerarquía— podía válidamente regular las condiciones de las encuestas 
electorales sin activar ninguna reserva constitucional, entonces con mayor razón puede hacerlo el 
Congreso mediante una ley ordinaria, que tiene mayor jerarquía normativa y mayor legitimidad 
democrática. Sostener que la ley ordinaria no puede regular lo que la resolución administrativa ya 
regulaba implicaría la paradoja de que el Congreso tendría menos competencia que una autoridad 
administrativa para legislar sobre la misma materia. 

¿Esto no significa que la materia era siempre reglamentaria? 

No necesariamente. Significa que la materia no tiene reserva constitucional de ley 
estatutaria. El Congreso puede elevarla al rango legal por razones de certeza jurídica, coherencia 
normativa y control democrático, sin que esa elevación exija el trámite cualificado. La Ley 2494 es 
precisamente ese ejercicio: el legislador ordinario asumió una materia que antes se manejaba por 
resolución y le dio rango legal, lo cual es un avance en garantías, no un vicio constitucional. 

Argumento 6. Múltiples leyes ordinarias vigentes regulan derechos sin ser estatutarias 

El ordenamiento jurídico colombiano está lleno de leyes ordinarias que inciden 
directamente sobre derechos fundamentales y que nunca han sido cuestionadas por esa 
razón. Si la incidencia sobre un derecho fundamental bastara para exigir trámite 
estatutario, el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal, el Código Sustantivo del 
Trabajo y la legislación pensional serían inconstitucionales. No lo son. 

¿Cuáles son los ejemplos más elocuentes? 

El Código Penal (Ley 599 de 2000) define los delitos y las penas: afecta directamente el 
derecho a la libertad, que es el derecho fundamental por excelencia. No obstante, es una ley 
ordinaria. El Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004) regula las garantías del debido 
proceso, el derecho de defensa y la presunción de inocencia —todos derechos fundamentales 
consagrados en el artículo 29 CP—. Tampoco es ley estatutaria. El Código Sustantivo del Trabajo 
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(Decreto-Ley 2663 de 1950, con múltiples reformas ordinarias) regula el derecho al trabajo, el 
derecho de asociación sindical y la negociación colectiva —derechos de raigambre 
constitucional—. No ha requerido trámite estatutario. La Ley 100 de 1993 y sus reformas 
—legislación pensional— regulan el derecho a la seguridad social, que el artículo 48 CP consagra 
como derecho irrenunciable. Es ley ordinaria. 

¿Por qué estas leyes no requieren trámite estatutario? 

Porque la incidencia sobre derechos fundamentales no es el criterio determinante de la 
reserva estatutaria. El criterio es si la norma regula el núcleo esencial del derecho de manera 
integral, estructural y completa. El Código Penal regula conductas prohibidas y sanciones, no la 
estructura del derecho a la libertad. El Código Laboral regula las relaciones entre empleadores y 
trabajadores, no el núcleo esencial del derecho de asociación. Del mismo modo, la Ley 2494 
regula las condiciones técnicas de las encuestas, no el núcleo esencial de la libertad de expresión. 

¿Qué concluye la jurisprudencia sobre este punto? 

La Corte Constitucional ha sido consistente en esta distinción. En la sentencia C-350 de 
1997 declaró constitucional como ley ordinaria la regulación de la televisión, que incide 
directamente sobre la libertad de información, porque "no llega a regular su núcleo esencial". En la 
sentencia C-127 de 2020 hizo lo propio con la regulación del espectro radioeléctrico. El mismo 
razonamiento aplica a la Ley 2494. 

Argumento 7. Las restricciones de la Ley 2494 superan el test de proporcionalidad 

Incluso si se aceptara que la ley incide sobre la libertad de expresión, sus medidas son 
proporcionales: persiguen un fin constitucional imperioso, son idóneas, son necesarias y su 
afectación sobre las libertades es mínima frente al beneficio que generan. 

¿Cuál es el fin que persigue la ley? 

El Estado tiene la obligación constitucional de garantizar que las encuestas electorales sean 
veraces y no manipuladas, para proteger la formación libre de la voluntad del electorado. El 
artículo 265-6 de la Constitución asigna expresamente al Consejo Nacional Electoral la 
competencia de velar por las normas sobre encuestas de opinión política. La Ley 2494 concreta ese 
mandato constitucional. 

¿Las medidas son idóneas y necesarias? 

Sí. La exigencia de fichas técnicas detalladas, el registro obligatorio de firmas 
encuestadoras y las auditorías posteriores son instrumentos directamente adecuados para reducir el 
riesgo de predicciones manipuladas o metodológicamente deficientes. Y son necesarias: el marco 
anterior —artículo 28 de la Ley 996/2005 y artículo 30 de la Ley 130/1994— era insuficiente para 
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los retos tecnológicos actuales: encuestas digitales, sondeos en redes sociales, microtargeting, 
publicación simultánea en múltiples plataformas. 

¿La afectación sobre las libertades es proporcional al beneficio? 

La afectación es mínima: la ley no prohíbe opinar, no censura el debate político, no exige 
autorización para expresarse. Solo establece condiciones técnicas para que ciertos instrumentos de 
medición puedan presentarse públicamente como representativos de la opinión del electorado. El 
beneficio, en cambio, es máximo: garantizar que la información que influye en la decisión de 
millones de ciudadanos en período electoral sea confiable y no manipulada. 

Argumento 8. Los precedentes invocados por los demandantes son distinguibles y no 
fundamentan el cargo 

Las sentencias C-145/1994, C-1153/2005 y C-133/2022 no establecen una regla general de 
reserva estatutaria para toda regulación técnica de encuestas. Sus hechos son 
estructuralmente distintos a los de la Ley 2494. 

¿Por qué C-145/1994 no es aplicable? 

La Ley 84 de 1993 —objeto de esa sentencia— era un cuerpo normativo general que 
incluía, en un artículo aislado, regulación sobre encuestas junto con disposiciones sobre partidos 
políticos, estatuto de la oposición y mecanismos de participación ciudadana: materias 
indudablemente estatutarias. El vicio se predicó de toda la ley por su carácter mixto. La Ley 2494 
es estructuralmente distinta: cuerpo especializado y autónomo cuyo objeto exclusivo es la 
estandarización técnica de las encuestas. 

¿Por qué C-1153/2005 respalda la exequibilidad, no el cargo? 

La Corte declaró exequible el artículo 28 de la Ley 996/2005 y reconoció que el Estado 
tiene la obligación de regular las encuestas, pero no fijó que esa regulación deba hacerse 
exclusivamente por vía estatutaria. El criterio determinante que esa sentencia estableció es la 
proporcionalidad de las medidas. Ese mismo criterio, aplicado a la Ley 2494, conduce a la 
exequibilidad. 

¿Por qué C-133/2022 no crea una regla para las encuestas? 

La Corte declaró inexequible el Código Electoral porque regulaba integralmente todo el 
sistema electoral colombiano. La referencia a las encuestas en ese fallo se inscribió dentro de ese 
universo normativo sistemático. La ratio decidendi es que el núcleo del sistema electoral requiere 
ley estatutaria, no que cualquier norma que mencione encuestas lo requiera. 
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Argumento 9. El derecho comparado confirma que la regulación técnica de encuestas 
es una competencia del legislador ordinario 

Las democracias occidentales regulan las encuestas electorales mediante leyes ordinarias, 
sin trámites reforzados ni mayorías especiales. Colombia no es la excepción a esa práctica 
consolidada: es coherente con ella. 

¿Qué muestra el derecho comparado? 
 

País / Norma Tipo de norma Contenido relevante 

Francia — Loi N° 77-808 
de 1977, actualizada en 
2002 y 2016 

Ley ordinaria Regula sondeos vinculados al debate electoral. Exige nota 
metodológica, registro ante la Commission des Sondages, y 
que las preguntas no induzcan a error. Vigente hace casi 
medio siglo sin rango constitucional reforzado. 

Brasil — Lei N° 
9.504/1997 (Lei das 
Eleições), arts. 33–35-A 

Ley ordinaria Exige registro de metodología, contratante y financiación 
ante la Justicia Electoral. Divulgar sin registro acarrea multa; 
la encuesta fraudulenta constituye delito. Paralelismo directo 
con la Ley 2494. 

España — LOREG, art. 69 Ley orgánica 
(electoral integral) 

El rango reforzado no obedece a que las encuestas por sí 
solas lo exijan, sino a que España codificó la totalidad del 
sistema electoral en un único estatuto. Confirma la 
distinción: lo que exige rango reforzado es el código 
electoral integral, no una regulación instrumental autónoma. 

 

El caso español, lejos de apoyar la tesis de la demanda, la refuta. El rango orgánico de la 
regulación española de encuestas no deriva de la naturaleza de las encuestas, sino de que el 
legislador español decidió integrarlas en un código electoral completo. Cuando esa misma 
regulación es autónoma y especializada —como en Francia y Brasil, y como en la Ley 2494—, el 
legislador ordinario es la vía natural y constitucionalmente adecuada. 

Argumento 10. La Ley 2494 no contiene órdenes de gasto, autoriza reasignaciones que 
se absorben con el presupuesto del CNE 

Ninguno de los artículos de la Ley 2494 cuestionados por el demandante (arts. 7, 8, 9, 10, 
12, 14, 15 y 16) contiene una orden directa de gasto en los términos del artículo 7.° de la 
Ley 819 de 2003. El único impacto presupuestal posible —los honorarios de los cinco 
comisionados— se cubre mediante reasignación interna de los recursos ya asignados al 
CNE, sin requerir nuevas apropiaciones. 

¿Cuál es el marco jurisprudencial aplicable? 
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La sentencia C-161/24 (M.P. Paola Meneses) sistematizó la jurisprudencia sobre impacto 
fiscal. El deber de análisis tiene naturaleza procesal-deliberativa, no sustantiva: corresponde 
determinar cuánto cuesta la medida, cuál es su fuente de financiación y su compatibilidad con el 
Marco Fiscal de Mediano Plazo, sin que ello impida al Congreso aprobar disposiciones con 
incidencia en las finanzas públicas. Además, la rigurosidad del análisis es estricta para iniciativas 
gubernamentales y flexible para iniciativas de origen parlamentario —como es el caso de la Ley 
2494—, pues exigir lo contrario equivaldría a otorgarle al Ministerio de Hacienda un poder de veto 
sobre el Congreso (C-425/23, F.J. 41). 

La Corte distingue entre “órdenes de gasto” y “meras autorizaciones de gasto”: solo las 
primeras activan la obligación del art. 7.° de la Ley 819 de 2003. Para identificarlas, la 
jurisprudencia fijó dos criterios: (i) criterio gramatical: el uso de verbos imperativos que obliguen a 
incluir una partida presupuestal, a diferencia de expresiones facultativas que condicionan el gasto 
al ejercicio discrecional del ejecutivo; y (ii) criterio funcional: la norma debe ser un título jurídico 
suficiente y ejecutable por sí solo para la inclusión de la partida, sin requerir desarrollo normativo 
adicional. 

¿Cuál es el análisis de cada artículo cuestionado? 

Los artículos 9, 10, 12, 14, 15 y 16 no incorporan órdenes de gasto: el art. 9 establece 
prohibiciones de publicación sin erogación presupuestal; el art. 10 impone deberes de registro a las 
firmas encuestadoras, no al Estado; el art. 12 exige trazabilidad a cargo de las propias 
encuestadoras; el art. 14 ordena expedir un acto administrativo, lo cual no requiere apropiación 
adicional; el art. 15 regula rectificaciones y sanciones sin costo presupuestal; y el art. 16 encarga al 
CNE garantizar mecanismos de participación ciudadana en el marco de sus funciones ordinarias. 

Respecto de los arts. 7 y 8, que crean la Comisión Técnica y fijan honorarios para sus cinco 
miembros, la lectura material de la norma descarta la orden de gasto: la Comisión opera mediante 
órdenes de prestación de servicios anuales —pues los comisionados no son funcionarios 
públicos— que se financian reasignando recursos ya existentes dentro del presupuesto del 
CNE, sin necesidad de incorporar nuevas apropiaciones en el Presupuesto General de la Nación. 
La eventual vinculación de supernumerarios en época electoral (parágrafo 3 del art. 8) es 
estrictamente potestativa y, por ende, no constituye orden de gasto. En todo caso, al tratarse de una 
iniciativa parlamentaria, la ausencia del concepto de impacto fiscal del Ministerio de Hacienda 
durante el trámite no configura un vicio de procedimiento. 

Argumento 11. La Ley 2494 no modifica el calendario electoral 

Los calendarios electorales expedidos por la Registraduría Nacional del Estado Civil para 
los cuatro últimos periodos constitucionales (2014–2018, 2018–2022, 2022–2026 y 
2026–2030) no contienen ningún evento referido a encuestas de opinión. Eso demuestra que 
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las encuestas no son ni han sido una etapa preclusiva del proceso electoral y que, por tanto, 
la Ley 2494 no altera la estructura de ese proceso. 

¿Qué muestra la práctica histórica de los calendarios electorales? 

La Registraduría Nacional del Estado Civil expide, con fundamento en el artículo 266 de la 
Constitución y el numeral 11 del artículo 5.° del Decreto Ley 1010 de 2000, el calendario electoral 
para cada proceso presidencial. Ese calendario recoge todas las etapas preclusivas del proceso: 
inscripción de comités, recoleción de firmas, inicio de campaña, inscripción de candidatos, 
propaganda electoral, voto en el exterior, día de la elección, escrutinios. Una revisión de los cuatro 
últimos calendarios lo confirma con absoluta claridad: 

— Resolución 10368 del 10 de octubre de 2013 (calendario para la elección presidencial 
del 25 de mayo de 2014, periodo 2014–2018): ningún renglón menciona encuestas. 

— Resolución 5552 del 26 de mayo de 2017 (calendario para la elección presidencial del 
27 de mayo de 2018, periodo 2018–2022): ninguna de sus fechas o actividades hace referencia a 
encuestas. 

— Resolución 4371 del 18 de mayo de 2021 (calendario para la elección presidencial del 
29 de mayo de 2022, periodo 2022–2026): tampoco contiene ninguna etapa relacionada con 
encuestas. 

— Resolución 2580 del 5 de marzo de 2025 (calendario ya vigente para la elección 
presidencial del 31 de mayo de 2026, periodo 2026–2030): tampoco incluye ningún evento sobre 
encuestas entre sus etapas preclusivas. 

¿Qué consecuencia jurídica se deriva de esa constatación? 

La reserva de ley estatutaria del literal c) del artículo 152 CP cubre el “régimen de partidos 
y movimientos políticos” y el “sistema y organización electoral”, entendidos como el conjunto de 
reglas que determinan cómo se transforma el voto en representación. Las etapas preclusivas del 
calendario electoral son justamente eso: fases que estructuran el proceso de votación. Que en 
cuatro ciclos electorales consecutivos —que abarcan más de una década de práctica institucional— 
ningún calendario haya incluido las encuestas como etapa del proceso demuestra que, para la 
propia Registraduría y para el sistema electoral colombiano, las encuestas no son un elemento del 
sistema electoral sino un instrumento informativo externo a él. La Ley 2494, al regularlas, no 
toca el andamiaje del proceso electoral: no modifica inscripciones, votaciones ni escrutinios. Por 
tanto, tampoco activa la reserva estatutaria por razón de función electoral. 

Este argumento tiene además una dimensión práctica relevante: si las encuestas fueran parte 
del sistema electoral en el sentido que exige el artículo 152 CP, la Registraduría estaría en la 
obligación de incluirlas como etapa en el calendario. No lo ha hecho en ninguno de los cuatro 
últimos procesos presidenciales. Esa práctica institucional reiterada y uniforme es una 
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interpretación auténtica del ordenamiento: las encuestas electorales son contexto del debate 
democrático, no componente estructural del proceso electoral. 

Síntesis 

Los once argumentos expuestos convergen en una misma conclusión: la Ley 2494 de 2025 
es constitucional como ley ordinaria. 

 

N.° Argumento Fundamento principal 

1 La reserva estatutaria exige cinco condiciones 
simultáneas que aquí no se cumplen. 

C-007/2017; C-278/2024 

2 La ley regula una actividad técnica, no un 
derecho fundamental. 

C-350/1997; C-127/2020 

3 El núcleo esencial de los derechos fundamentales 
permanece intacto. 

C-511/2013; T-391/2007; C-033/1993 

4 Las encuestas no son "función electoral" y no 
activan esa reserva. 

C-340/2024; C-283/2017 

5 Si el CNE pudo regularlas por resolución, el 
legislador ordinario puede hacerlo por ley. 

Res. CNE 23/1996 y 50/1997 — argumento a fortiori 

6 El Código Penal, el Código Laboral y la Ley 100 
inciden en derechos y son leyes ordinarias. 

Jurisprudencia reiterada de la Corte Constitucional 

7 Las restricciones de la ley superan el test de 
proporcionalidad. 

C-1153/2005; art. 265-6 CP 

8 Los precedentes citados son distinguibles en sus 
hechos y ratio decidendi. 

C-145/1994; C-1153/2005; C-133/2022 

9 El derecho comparado confirma que la 
regulación ordinaria de encuestas es la regla. 

Francia, Brasil, España 

10 La ley no contiene órdenes de gasto: el único 
impacto presupuestal posible (honorarios de la 
Comisión) se cubre con reasignación interna del 
CNE. 

C-161/24; C-425/23; art. 7.° Ley 819/2003 

11 Las encuestas nunca han sido etapa del 
calendario electoral: cuatro periodos 
presidenciales lo confirman. 

Res. 10368/2013; Res. 5552/2017; Res. 4371/2021; 
Res. 2580/2025 — Registraduría Nacional 

 

Por todo lo anterior, la Corte Constitucional debe declarar exequible la Ley 2494 de 2025.  
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